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MANUEL ENRIQUE POLO FABRA Y OTROS VS ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA ALCO LTDA Y OTROS.


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN LABORAL

Magistrado Ponente: CAMILO TARQUINO GALLEGO
Radicación No. 39647

Acta No. 20

Bogotá, D.C.,  trece (13) de junio de dos mil doce (2012). 

Se resuelve el recurso extraordinario de casación interpuesto por MANUEL ENRIQUE POLO FABRA, HOMERO PUELLO PIMIENTA, JESÚS MARÍA PUENTES BRUJES, ALBERTO RAMÍREZ HERNÁNDEZ, DILSON RAMOS MARTÍNEZ, GLADIS RIBÓN MORALES, MANUEL SALVADOR RODRÍGUEZ SOTO, CARLOS ENRIQUE ROMERO HERRERA, PEDRO ANTONIO ROMERO y ORLANDO RUBIO VERGARA, contra la sentencia proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el cuatro (4) de julio de dos mil ocho (2008), dentro del proceso ordinario laboral que los recurrentes le promovieron a ÁLCALIS DE COLOMBIA  LIMITADA - ALCO LTDA. EN LIQUIDACIÓN, INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI y NACIÓN MINISTERIO DE DESARROLLO ECONÓMICO.

ANTECEDENTES

Los demandantes pidieron que se condenara  a las entidades demandadas, solidariamente, a reliquidarles la pensión convencional de jubilación, incluyendo como mayor valor la doceava parte de la prima de antigüedad; a pagarles, indexado, el mayor valor no cancelado en las mesadas pensionales desde cuando inició su pago, en suma equivalente a la doceava parte de la prima de antigüedad; los intereses de mora; el valor indexado correspondiente a la prima proporcional, desde el 1º de abril de 1994 en adelante; a prestar los servicios médicos y asistenciales para los padres de los pensionados y al suministro de medicamentos no entregados por las Empresas Promotoras de Salud; a las indemnizaciones correspondientes, daño  emergente y lucro cesante. 

Para lo que al recurso interesa, fundaron sus pretensiones en que ALCO LTDA., fue creada por Escritura Pública N° 4535 del 4 de agosto de 1970 en la Notaría 1ª de Bogotá, como una Empresa de economía mixta del orden nacional, con una inversión estatal, superior al 98% y regida por las normas de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado; durante su existencia jurídica, siempre se suscribieron convenciones colectivas con el sindicato de trabajadores de ALCO LTDA.; en la que se firmó el 25 de mayo de 1977, se reconoció la prima de antigüedad equivalente al 40% del salario básico mensual, al cumplir el trabajador 5 años de servicios, 80% al cumplir 10 años, 115% a los 15 años, 152.5% a los 20 años y 190% a los 25; luego se suscribieron varias convenciones, desde noviembre de 1978 hasta septiembre de 1990; con la convención de 1986, se unificaron en un solo texto las cláusulas que contenían derechos de los trabajadores y la prima de antigüedad quedó con escala de 50%, 90%, 125%,  162,5% y 192,5% según fueran cumpliendo 5, 10, 15, 20 ó 25 años de servicios.

Agregaron que al momento de declararse la disolución de ALCO LTDA., estaba vigente la misma tabla, pero adicionada con una prima del 225% del salario básico mensual, por cumplimiento de 30 años de servicio;  se aprobó la disolución y liquidación de la empresa en 1993; ésta le ha reconocido a todos los demandantes la pensión de jubilación convencional, pero a partir de enero de 1997 y hasta junio de 2000, no les canceló oportunamente las mesadas, ni les ha pagado los intereses moratorios; en las fechas de jubilación de los demandantes había siempre una convención vigente, contentiva de la prima de antigüedad; de acuerdo con el artículo 134 convencional, el trabajador pensionado después de 15 años de servicios tendría derecho a que se computara para efectos de la pensión, la última prima de antigüedad que hubiera devengado, y conforme al artículo 135, los familiares de los pensionados tendrían derecho a la asistencia médica que recibían los familiares de los empleados activos; los familiares de los demandantes venían recibiendo el auxilio médico, pero la demandada los suspendió a partir de julio de 2000; también se había convenido el pago de una prima adicional de servicios en junio de cada año, desde 1971, pero la empresa decidió suspenderla a partir del 1º de abril de 1994; el cálculo actuarial aprobado por la Superintendencia de Sociedades, en el año 2000, incluye los conceptos de la doceava parte de la prima de actividad y los intereses de mora por el no pago oportuno de las mesadas pensionales; los demandantes agotaron la vía gubernativa (fls. 196 a 203 Cdo. 1).

ÁLCALIS DE COLOMBIA TDA., se opuso a las pretensiones, dijo que en su proceso liquidatorio, cumplió y cumple con sus ex trabajadores y pensionados, pues, la entidad terminó con el patrimonio y totalmente ilíquida para seguir cubriendo obligaciones, “es por ello que la nación asumió la carga pensional de Alcalis a través de lo estipulado en el Decreto 805 de 2005 y 1578 de 2001 (…) por tanto es preciso reiterar una vez más la improcedibilidad de las pretensiones”. Agregó que incluyó la última prima de antigüedad de conformidad con el artículo 134 de la Convención Colectiva de Trabajo “en porcentajes de sueldo básico que se cancelarán por quinqueños cumplidos y no estableció ninguna clase de proporcionalidad por tiempos de servicios menores en el (sic) respectivos quinqueños, de donde resulta que el factor de salario (…) no obedece a la doceava parte del valor de la prima de antigüedad, como lo pretenden los demandantes en esta acción, sino en la sesentava parte, por causarse cada cinco años”. Que no adeuda intereses, y si se demoró en algunas mesadas “se debió a su grave situación económica, pero el transcurso del tiempo, prescribió el posible derecho a cobrar intereses”. Abonó que la prima equivalente a 15 días, que se pactó en el artículo 133 de la c.c.t., quedó subsumida o sustituida en el artículo 142 de la Ley 100 de 1003, equivalente a 30 días del valor de la pensión, “al resultar más favorable para el pensionado la estipulada en la ley” . Propuso, como previas, la indebida acumulación de pretensiones y cosa juzgada; y como de fondo, la falta de título y causa en los demandantes, inexistencia de las obligaciones demandadas, cobro de lo no debido, pago, prescripción, compensación, y buena fe de la demanda (fls. 1 a 20 Cdo. Anexo 1).

El MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA y TURISMO, se opuso a las pretensiones, por cuanto adujo que nunca tuvo relación laboral con los actores, y el único vínculo “del fusionado Ministerio de Desarrollo Económico con el Instituto de Fomento Industrial IFI, operó por ley”; añadió que “la fusionada Nación- Ministerio de Desarrollo Económico, no tiene la capacidad jurídica ni procesal para detener (sic) la calidad de demandada (…) no tuvo injerencia o participación en la vinculación laboral como [en la] desvinculación de los actores”. Formuló la excepción de fondo de legitimidad (sic) procesal por pasiva (fls. 345 a 352 Cdo. Anexos 1). 

El INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI, se opuso a las pretensiones de la demanda. Alegó que no tiene vínculo laboral con los demandantes y por ello no puede ser objeto de condena alguna. Adujo que no sustituyó en las obligaciones a ALCO LTDA., y no ha celebrado convenios o pactos colectivos con los demandantes. Propuso las excepciones previas de prescripción y falta de legitimación en la causa. Estas mismas las presentó también como de mérito, junto con las de inexistencia de fundamentos de hecho y de derecho respecto de las obligaciones reclamadas al IFI,  cobro de lo no debido, falta de título y causa para pedir, buena fe,  y compensación.

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Bogotá, mediante sentencia del 31 de enero de 2007, absolvió a los demandados en reconvención, e igualmente absolvió a las enjuiciadas iniciales,  de todas las pretensiones de la demanda, con costas a la parte demandante (folios 528  a 540 cdo. 1.).

LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL

Apeló la parte actora, y el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, mediante  sentencia de 4 de julio de 2008 (folios 618 a 637 Cdo. Ppl., y Adición de 15 de agosto hogaño fls. 641 a 643), confirmó el numeral segundo (absolución pretensiones de la demanda inicial), y revocó parcialmente el numeral primero (absolución pretensiones de la demanda de reconvención) de la decisión del a-quo e impuso costas a la parte demandante.

En sus consideraciones, tras sintetizar la motivación del fallo del a-quo, indicó los cuatro puntos de discordancia del apelante, a saber: “i) a (sic) reliquidación de la pensión convencional de jubilación, tomando como soporte el reconocimiento de la doceava parte de la prima de antigüedad causada durante el último año de servicios, para efectos de contabilizarlo dentro de los factores salariales para su liquidación; ii) la prima convencional de junio equivalente a 15 días a partir de abril de 1994 en adelante en la cuantía probada en juicio y (sic). iii) los servicios médicos y asistenciales para los padres de los pensionados. iv) Y los intereses moratorios”.  

En lo tocante a la primera inconformidad, expresó que las valoraciones del juzgado corresponden al correcto entendimiento de la cláusula 15 de la convención colectiva de trabajo, dado que la prima de antigüedad “se causa cada cinco años, no siendo dable al juez (…) desbordar el querer de las partes firmantes del acuerdo, haciendo interpretaciones extensivas, que no fueron materia de consenso (…) se causa por período de cinco años, nunca por la proporción”.

En lo relativo a la prima extralegal de junio y los servicios médicos asistenciales, igualmente, halló acertada la decisión del a-quo, en la medida en que se apoyó en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que reprodujo –sentencia de 26 de septiembre de 2006, radicación 26193-; concretamente sobre una de esas prestaciones extralegales había resumido lo dicho por el primer grado, así: “Y frente a los servicios médicos y asistenciales pactados en la convención manifestó que con base en la Ley 100 de 1993, -régimen de seguridad social en salud-, se encuentran cubiertos a través de las EPS que garanticen el POS”. 

En cuanto  a intereses moratorios, se limitó a lo dicho por el a-quo, en el sentido de “que el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 sólo se refiere a la mora en el pago de las pensiones del régimen general de la seguridad social, pero en ningún caso se estipuló que esta norma era aplicable a las pensiones convencionales”.

 Coligió que “las consideraciones del a-quo tienen pleno respaldo jurisprudencial y normativo, y las inconformidades expresadas en el recurso de apelación no tienen cabida, pues, se repite, la norma convencional no permite otra interpretación diferente (…) cualquier consideración adicional resulta innecesaria (…) razón por la cual pierde propósito determinar la eventual responsabilidad subsidiaria de la cual puedan ser sujetos el IFI y LA NACIÓN – MINISTERIO DE DESARROLLO”.

EL RECURSO DE CASACIÓN

Lo interpuso la parte demandante, concedido por el Tribunal, y admitido por esta Corporación, se procede a resolver, previo el estudio de la demanda que lo sustenta.

ALCANCE DE LA IMPUGNACIÓN

Pretenden los recurrentes que la Corte: “CASE la sentencia (…) para que en sede de instancia, revoque la emitida por el Juzgado (…) y, en su lugar se acceda a condenar a ALCALIS DE COLOMBIA LIMITADA ‘ALCO LTDA´ EN LIQUIDACIÓN a las peticiones del demandado (…)”. 

Con fundamento en la causal primera, el impugnante formula tres cargos, que fueron replicados.

PRIMER CARGO

Textualmente reza: “Acuso la sentencia atacada (…) por la vía directa en concepto de falta de aplicación de los artículos 13, 53 y 93 de la Constitución Política de Colombia; el Convenio 111 de la O. I. T., aprobado por la Ley 22 de 1967; el numeral 2º del artículo 23 de la <Declaración Universal de Derechos Humanos> adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948; en el artículo II de la <Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948>; del artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos> suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos de San José de Costa Rica de 1969; en el artículo 3º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos Sociales y Culturales  <Protocolo de San Salvador> de 1988 y en la Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de 1998”  

En la demostración del cargo, da por indiscutida la consagración convencional (Art. 134) de la prima de antigüedad para jubilación (fl. 121), y  a igual nivel de certeza, que a los demandantes “no se les tuvo en cuenta la prima de antigüedad en el ingreso base de liquidación sino la sesentava parte”.
A ese propósito relaciona la sentencia de esta Sala, del 25 de febrero de 2009, radicación 34519, la cual  no casó la sentencia del Tribunal de Cartagena “que confirmó la condena al reajuste de la pensión en el 100% de la última prima de antigüedad convencional”; por lo que asevera que se “demuestra la violación al derecho constitucional fundamental de la igualdad (art. 13 y 53 C.P) y sobre todo a la inconsistencia de la tesis de la Corte de tener por prescritos a los tres (3) años los reajustes de las mesadas pensionales”. 

Recuerda pasajes de sentencias de la Corte Constitucional e, invocando la seguridad jurídica y el principio de igualdad, pide que se acceda a la primera pretensión “porque fueron elevadas en los términos y concepciones fijadas en sentencias de la Corte Suprema de Justicia, Tribunales y Juzgados Laborales”, dado asimismo que al “variarse sin razón de fondo una aplicación de la ley favorable a los pensionados que son trabajadores en retiro para darle seguridad al empleador se incurre en contradicción con la Carta Magna”.

Agrega que no existe un resultado más deslegitimador “cuando unos trabajadores de la misma empresa reciben sentencia favorable mientras otros que estaban en las mismas hipótesis legales y de hecho obtienen un resultado adverso, bajo el concepto que cada juez es totalmente independiente para fallar”.

Manifiesta que la norma consagrada en la convención no se sustrae a la aplicación del principio indubio pro operario “en razón a que la convención colectiva es fuente de derecho para las partes que la suscriben”. Concluye, que por mandato constitucional se debe liquidar la pensión atendiendo la interpretación que permite computar la doceava parte de la prima de antigüedad, por estar en armonía con los intereses de los trabajadores, y descartar, en cambio la interpretación restrictiva o desfavorable que solo permite computar la doceava parte de la mencionada prima.

LA RÉPLICA

ÁLCALIS DE COLOMBIA LTDA, ALCO EN LIQUIDACIÓN.

Anota, que los impugnantes ignoran que el juzgador no está sometido a la tarifa legal probatoria, art. 61 C.P.L.S.S., “sino que tiene libertad para apreciarlas y formar su convencimiento que fue lo que sucedió en el sub-lite”. 

Recuerda que la Ley aprobatoria del Convenio 111 de la OIT, se refiere a la discriminación en materia de empleo y ocupación, por lo tanto, dice que el Colegiado no incurrió en discriminación alguna, pues, ese no fue el motivo del proceso; agrega que no hay violación al derecho a la igualdad, toda vez que se aplica el imperio de la ley “dado que por no ser las normas convencionales una ley nacional, sino que su aplicación opera entre las partes, no procede anular una sentencia si la interpretación que hace el Tribunal es razonable, como de vieja data lo tiene asentado esta H. Sala”.

Dice que las normas acusadas no eran las procedentes, pues, “las normas constitucionales por si solas no son susceptibles de casación por carecer de aplicación inmediata en las decisiones judiciales (…) sentencia número 16252 de 9 de octubre de 2001”.

INSITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI.

La oposición es similar a la anterior.

MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO.

Al margen de lo que corresponde a la réplica de los cargos, refiere que no existe prueba que apunte a la existencia de prestación personal del servicio, por parte de los actores en pro del Ministerio, ni vínculo por contrato de prestación de servicios bajo los parámetros de la Ley 80 de 1993.

SE CONSIDERA

Observa la Corte que en este caso era obligación de la censura acusar, por lo menos, el artículo 467 del C.S. del T, amén de que también surgen deficiencias que se traducen en el desenvolvimiento del mismo, al invitar a la Corte al estudio comparativo de una de sus decisiones, con la que sirvió de soporte al ad quem para desatar esta controversia, en orden a plantear una presunta violación al derecho a la igualdad.

A más de que el escenario propicio para llevar a cabo ese estudio comparativo, no sería éste; en aras de medir las repercusiones de tal cotejo, con miras a establecer los presuntos yerros de juicio cometidos por el sentenciador de segundo grado; los recurrentes se limitan exclusivamente a registrar el resultado de una controversia anterior, definida por esta Sala, a propósito de la demanda de casación interpuesta contra la sentencia emitida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, según la censura, contraria a la decisión que se combate.

En ese orden, precisa la Sala que en el fallo referido por la parte impugnante, la Corte, frente al punto, no tomó partido, simple y llanamente respetó la decisión del Tribunal, una vez transcribió la norma convencional, con base en lo previsto por el artículo 61 del cuaderno del C. P. del T. y S.S. por lo que si la parte recurrente pretendía que se valorara por esta Corporación el aludido precepto convencional, debió encauzar el cargo por la vía indirecta con la acusación de los artículos 467 y 476 del C. S. del T., amén de lo dicho, no sobra recordar, contrario a lo aducido por la censura que la Corte sobre el mismo tema sostuvo. 

Así mismo, fuera de todo contexto está la referencia a que en el primigenio proceso se “confirmó la condena al reajuste de la pensión en el 100% de la última prima de antigüedad convencional”, cuando en el alcance y en el desarrollo de la acusación, se pide que se debe liquidar en atención a la interpretación que permite computar la doceava parte de la prima de antigüedad.

En esas condiciones, no resultan parámetros serios que permitan, si quiera, afirmar como lo hace la censura, de que en este evento se varió “sin razón de fondo una aplicación de la ley favorable a los pensionados que son trabajadores en retiro para darle seguridad al empleador [por tanto] se incurre en contradicción con la Carta Mgna”.

De tal suerte que todas estas inconsistencias dan al traste con la prosperidad del cargo.

SEGUNDO CARGO

Dice: “[l]a sentencia ataca (…) por la vía directa en concepto de aplicación 
indebida de los artículos 11, 141, 142, 153 (nums. 2, 9), 272 y 283-4 de la Ley 100 de 1.993 y 48 del decreto 692 de 1994, 11, 141, 142, 153 (nums. 2, 9), 272 y 283-4 de la Ley 100 de 1.993 Política; lo que conllevó a  violar los artículos 53, 58 y 93 de la Constitución Política;  los Convenios 87 y 98  de la O. I. T. ., aprobados por  Leyes 26 y 27 de 1976, que hacen parte de la legislación interna; 29, 21, 467, 468, 471 (subrogado por el art. 38 del decreto 2351 de 1965) y 476 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del C..P.T. y S. (sic) consagratorios de la validez de las convenciones colectivas de trabajo”.

En su desarrollo expone la censura, que las normas convencionales sobre servicios médicos de los familiares de los pensionados, y la prima de junio, no perdieron validez, no obstante la entrada en vigor de la Ley 100 de 1993, y que como así no lo entendió el Tribunal, violó las normas denunciadas, pues, en caso contrario, habría accedido a las peticiones de la demanda.

Dice que sobre el tema, en un comienzo esta Corporación adoptó un posición intermedia, consistente “en que la ley 100 de 1993 consagra los mínimos de derechos, pudiendo pactarse en convenciones conquistas superiores, como puede constatarse en las sentencias de homologación del 28 de junio de 1996 (rad. 9046) y 17 de marzo de 2000 (rad, 14010)”. 

Empero, advierte que donde mayor claridad se hizo, en torno al tópico, fue en la sentencia de 19 de noviembre de 2001, radicación 15926, de la cual reproduce sus apartes.

Aboga, en el sentido de que ese mismo criterio se debe seguir respecto de la prima convencional de junio, dado que no puede convertirse en legal, pues, “siempre tendrá esa naturaleza [convencional]”; añade que la mesada adicional creada en el art. 142 de la Ley 100 de 1993, no tuvo como finalidad  compensar “las primas adicionales que estuvieren recibiendo los pensionados (…)”, porque esa no fue la intención del Legislador, y ni el reglamentador, ni el intérprete pueden “crearlas, o darle una aplicación extensiva a una excepción”; agrega que se olvida el Tribunal “que una mesada adicional de origen legal es muy distinta a una prima creada en convención colectiva de trabajo y por ende no tiene el mismo objeto, pues aquella tiende a incrementar la remuneración general del pensionado, mientras que las primas están establecidas para permitir el acceso al consumo en determinadas fechas u oportunidades, es decir su motivación es mucho más específica. Este artículo 43, con toda su inconstitucionalidad, se refiere a compensar la mesada adicional creada en la ley con otra mesada adicional, siendo extraño que se pueda deducir lo ganado convencionalmente como una prima adicional”.

Que el artículo 153 de la Ley 100 de 1993, no entra en contradicción con el resto de enunciados de esa Ley. Que los derechos recortados a sus beneficiarios –servicios de salud y prima de junio- constituyen derechos adquiridos e invulnerables “hasta tanto no sean suprimidos mediante los procedimientos de negociación incluyendo la denuncia del empleador”.

Recaba en que, una Ley no puede derogar una cláusula convencional, acorde con criterios de la Corte Constitucional, que impulsaron según la censura, a crear el artículo 11 de la Ley 100 de 1993, que copió; por ello,  afirma que el juzgado y el Tribunal yerran al sentar que los pensionados de ALCALIS quedaron dentro del Sistema General de Seguridad Social,  “dado que las normas de negociación colectiva establecidas en la Constitución y la ley jamás fueron derogadas por la susodicha ley 100 de 1993”, y que aún disuelto el sindicato, la convención celebrada sigue rigiendo los derechos y obligaciones de patrono y trabajadores.

Rebatió la posición de que las pensiones convencionales, y por ende, los intereses moratorios, por retraso en su pago, no estuvieran cubiertos por el sistema general de la Ley 100 de 1993; pues, señala que están integrados al sistema general de la seguridad social por mandato del artículo 11 de la citada Ley que transcribió.  

LA RÉPLICA

ÁLCALIS DE COLOMBIA LTDA, ALCO EN LIQUIDACIÓN.

Asevera que el Tribunal no aplicó indebidamente las normas denunciadas, por cuanto la sentencia No. 15926, es un criterio auxiliar que no obliga, tampoco aplica para el presente caso, pues, su situación fáctica es diferente, dado que la empresa se encuentra en liquidación, y no existe ningún trabajador de planta, “lo que resulta imposible dilucidar por la vía directa, como bien lo manifestó esa H. Sala en la sentencia 26.193, traída a colación por el Tribunal”.

Agrega que el servicio médico era un derecho de los trabajadores activos, por lo tanto, el beneficio desapareció, art. 467 C.S.T., “aunque se hubieran extendido esos beneficios a los familiares de los pensionados”. 

En torno a la prima convencional de junio, asegura que es un acierto haberse acogido a los términos de la sentencia No. 26193 de 2006, “pues no cabe duda que la mesada sobre 15 días que la entidad les otorgaba a los pensionados, en el mes de junio por ser inferior a la que ordenó pagar el art. 142 de la Ley 100 de 1993, sobre 30 días de salario, quedo (sic) subsumida en esta, lo que se encuentra ajustado a lo dispuesto en el artículo 16 del C.S. del T. que no pregona la dualidad de prestaciones, sino el pago de la prestación más favorable, al igual que el artículo 49 de la ley 6 de 1945”.

En cuanto a los intereses moratorios de la Ley 100 de 1993, refiere que por tratarse de pensión convencional no proceden “todo lo cual se ajusta a la ley y los criterios jurisprudenciales, sin que la censura destruyera con su discurso los anteriores planteamientos”. Apunta, que el derecho estaría prescrito “razón por la que el cargo no tiene vocación de prosperidad”.   

INSITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI.

La oposición de este cargo es similar a la que realizó el sujeto procesal que precede.

MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO.

Insiste que no le asiste razón a los impugnantes, por cuanto no existió vínculo con los actores; que la documental fue evaluada por el ad-quem “llevándolo, como tenía que llevarlo al convencimiento y conclusión en que se pronunció”.

TERCER CARGO

Se enfila por la vía indirecta en la modalidad de aplicación indebida de los artículos “19, 20, 353, 373, 374, 400, 467, 468, 469, 474 y 479 (subrogado por el artículo 23 del Decreto 2351 de 1965) del Código Sustantivo del Trabajo; 11, 141 y 283 de la Ley 100 de 1.993 y 48 del Decreto 692 de 1994, lo que condujo a la violación de los artículos 53 y 58 de la Constitución Nacional; 305 del Código de Procedimiento Civil (modificado por el artículo 1º numeral 135 del decreto 2282 de 1989), aplicable por analogía al proceso laboral por mandato del artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social”

Como evidentes errores de hecho alega:

“1. No dar por demostrados, estándolo, los derechos, prerrogativas, tratamientos y drogas de carácter convencional que percibían los familiares de los pensionados.

“2. No dar por demostrados, estándolo, los derechos superiores a los legales pactados en convención para los familiares de los pensionados en Alcalis”.

La errónea apreciación de las pruebas recae sobre: la demanda (fls. 140 a 148 y la contestación de la accionada Alcalis (fls. 196 a 203). Denuncia como no apreciada, la Convención Colectiva de Trabajo 1992-1994 (fls. 65 a 139).

Para la demostración del cargo, la censura argumenta que las normas convencionales sobre servicios médicos de los familiares de los pensionados continuaron con plena vigencia, después de la Ley 100 de 1993; y en orden a que no se le reprochara que no comparó tanto el estatuto de la seguridad social en salud, como las normas convencionales, para colegir que estas últimas eran más ventajosas para los trabajadores que la misma Ley 100; parangonó los artículos 68, 73 al 75, 77, y 85 a 87 del acuerdo convencional, por un lado, y el artículo 163 de la Ley 100 de 1993, amén de apartes de la sentencia C 1032 de 2006, por otro lado, para concluir que: “De esta sencilla comparación tenemos que los derechos convencionales en salud para los padres de los pensionados no requieren aporte adicional, no tienen ninguna limitación, mientras que en el Sistema General de Salud solamente proceden a falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, e hijos con derecho”.

Reitera conceptos expuestos en otros cargos, en torno a criterios de esta Sala, vertidos en sentencia de homologación de 28 de junio de 1996, radicación 9046  y del 19 de noviembre de 2001, radicación 15926; igualmente, repite la apreciación de la censura sobre derechos adquiridos en materia de atención a servicios de salud, logrados por negociación colectiva, protegidos según la misma, por el artículo 283-4 de la Ley 100 de 1993. Y concluye “todas las disposiciones de la Ley 100 de 1993 son el mínimo y las prerrogativas convencionales se conservan, por ende procede la aplicación del artículo 141”.

LA RÉPLICA

ÁLCALIS DE COLOMBIA LTDA, ALCO EN LIQUIDACIÓN.

Expresa que el entendimiento final al que arribó el Tribunal, en la apreciación de las pruebas fue el correcto, dada la potestad de libre valoración del artículo 61 C.P.L. y S.S., y además, fueron analizadas en su justa dimensión. Agrega, que las normas denunciadas se refieren al derecho de asociación, funciones de los sindicatos y cuotas sindicales, que no consagran derechos sustanciales, ni fueron tenidas en cuenta por el fallador; que es contradictorio que en un principio se acuse de no haberse apreciado la convención colectiva de trabajo, y luego de no haberse analizado correctamente, ni se indica la incidencia del error en el fallo impugnado, pero que el Tribunal sí analizó la convención colectiva, al hacer suyas las afirmaciones vertidas por la Corte en sentencia 26.193 del 23 de septiembre de 2006, sobre la prestación de servicios de salud antes y después de la Ley 100 de 1993, como “equivalentes”. Sin embargo, plantea que los receptores de los derechos de los familiares, son los de los trabajadores activos, no de los familiares de los pensionados, pero que si eventualmente se extendieran a estos, “no podrán ser efectivos, por cuanto a partir del 28 de febrero/93 con motivo de la disolución y liquidación de Álcalis de Colombia, liquidada, no existe ningún trabajador de planta en la entidad”. 

Ratifica la pérdida de vigencia de los servicios médicos “en tanto esos servicios se prestarían por los médicos de la empresa, que dejaron de existir (…) [y]  liquido (sic) en esa fecha a todo su personal activo o de planta”, que por lo tanto, resultan inaplicables los preceptos convencionales para los trabajadores activos, tal cual lo definió el Tribunal “al decidir un caso similar”, cuyos apartes transcribió.

Comenta que en relación con la sentencia 15.126 de 2001, esta no es aplicable, dado que en vigencia de la Ley 100 de 1993, la empresa no desarrolló su objeto social, como quiera que “canceló a todo el personal activo de la entidad (…) incluidos los médicos de planta”.

Con todo dice, que tanto la pretensión 5º, como el hecho 15, en que se sustenta, son “absolutamente genéricos y como la parte actora no probó cuales fueron los padres de los pensionados que no pudieron ser afiliados al sistema de seguridad social en salud (…) el sentenciador colegiado no incurrió en los errores de hecho  endilgados”.

INSITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI.

La oposición de este cargo es  similar al del anterior opositor.

MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO.

Insiste que no le asiste razón a los impugnantes, por cuanto no existió vínculo con los actores; que la documental fue avaluada por el ad-quem “llevándolo, como tenía que llevarlo al convencimiento y conclusión en que se pronunció”.

SE CONSIDERA

A pesar de que los cargos segundo y tercero están encauzados por sendas diferentes, la unidad de propósito que comparten, y la complementariedad que se advierte en su formulación, permiten y facilitan que se resuelvan conjuntamente.

El ataque en ambos cargos se encamina a combatir los razonamientos esgrimidos por el sentenciador de segundo grado, en relación con la prima convencional de junio y los servicios médicos- asistenciales para padres de los pensionados, negados básicamente, al prohijar la jurisprudencia que sobre dichos aspectos recordó el Juzgado, la cual reforzó con la radicada bajo el número 26193, para en síntesis expresar que:

“(…) las consideraciones del a-quo tienen pleno respaldo jurisprudencial y normativo, y las inconformidades expresadas en el recurso de apelación no tienen cabida, pues, se repite, la norma convencional no permite otra interpretación diferente (…) cualquier consideración adicional resulta innecesaria (…)”.
Destacó también la afirmación de la primera instancia, en el sentido de que:  

“(…) Y frente a los servicios médicos y asistenciales pactados en la convención manifestó que con base en la Ley 100 de 1993, -régimen de seguridad social en salud-, se encuentran cubiertos a través de las EPS que garanticen el POS (…)”. 

Bajo estas premisas, mal puede atribuirse al Tribunal que no estimó el acuerdo convencional, pues, no de otra manera expuso que tal acto no admitía otra interpretación; o cuando hiciera suya la reflexión del a-quo, en tanto afirmara que los servicios médicos y asistenciales pactados en la convención “se encuentran cubiertos a través de las EPS que garanticen el POS”.

Aún si se pasara por alto esta deficiencia, los cargos tampoco prosperarían, como se pasa a considerar:

El conflicto que se pueda presentar entre las disposiciones de la convención colectiva de trabajo, y la Ley de la Seguridad Social que entró a regir a partir del 1º de abril de 1994, ha sido tema decantado por esta Sala de la Corte, dado que, por un lado, urge que los destinatarios del nuevo sistema integral de la seguridad social, no pueden sustraerse de la aplicabilidad general del ordenamiento, tanto en su estructura como en los lineamientos básicos, sin perjuicio de los regímenes complementarios de beneficio que establezcan o acuerden (sentencia de 4 de diciembre de 1995, radicación 7964).   

Empero, por otro, también previno, que ese acatamiento general no puede desembocar en un régimen anárquico o contradictorio de beneficios, por lo que no se podría preconizar la existencia de un divorcio entre la negociación colectiva y la seguridad social, dado que ninguna de las dos excluye a la otra, acorde con los cometidos que les incumbe de manera armónica y complementaria.

En ese contexto los artículos 11 y 283 de la Ley 100 de 1993, garantizan la convivencia y armonía de que se viene tratando, lo cual se patentiza en el Decreto reglamentario 692 de 1994, art. 48, al disponer que “los trabajadores y empleadores podrán ejercer el derecho de denuncia que les asiste y el tribunal de arbitramento, si se llegare a convocar tendrá la facultad de dirimir las diferencias, aún cuando la denuncia sólo hubiere sido presentada por una de las partes, de conformidad con lo previsto en el artículo 11 de dicha Ley”.

Obviamente, que la denuncia de la convención, será el instrumento idóneo para implementar la adecuación y articulación convencional, con el contenido en la Ley 100 de 1993 y las normas que la desarrollan, pues, de lo contrario seguirán vigentes la estipulaciones extralegales, como quiera que no es dable desconocer las situaciones individuales concretas consolidadas en favor de los beneficiarios de los diversos regímenes, porque constituyen derechos adquiridos. 

Esa es la razón por la que esta Sala en sentencia de 4 de diciembre de 1995, radicación 7964, pregonara:

“Por consiguiente, si por cualquier motivo los empleadores tienen a su cargo regímenes convencionales que cubran en forma total o parcial los mismos riesgos que asume el Sistema de Seguridad Social, con la entrada en vigor de la Ley 100 surge para estos empresarios y sus trabajadores, la necesidad imperiosa de adaptar los respectivos convenios al sistema obligatorio y se explica, entonces, la disposición del artículo 11 de la Ley y la del artículo 48 de la Ley y la del artículo 48 del Reglamentario 692 de 1994, textos que recuerdan la facultad, que tienen las partes interesadas, de denunciar los convenios colectivos y someter el punto al arbitramento, incluso por iniciativa de una sola de ellas.

“Ahora bien, importa aclarar que ni la Ley 100 de 1993 ni sus reglamentarios obligan a suprimir los regímenes convencionales relativos a los temas propios de la Seguridad Social, sino que reconocen que la introducción de un sistema obligatorio e ineluctable puede afectar, en sentido jurídico o por sus repercusiones económicas, las estipulaciones elaboradas para determinadas empresas, en tanto fueron concebidas sin considerar las obligaciones y prestaciones que impuso el Sistema de Seguridad Social Integral”.

Sin embargo, ha dicho también este órgano de cierre que en aras de lograr la verdadera armonización y articulación de regímenes, procedimientos y prestaciones para alcanzar los objetivos del sistema general de seguridad social, es opuesto a esos propósitos la dualidad de prestaciones tanto asistenciales como de naturaleza económica (radicación 26193, citada por el Tribunal).

Con todo, ha insistido esta Corporación, que salvo que por convención colectiva de trabajo se haya producido la armonización en tal materia, será en cada caso concreto en que habrá de determinarse si las normas convencionales relativas a la atención en salud se oponen a lo que prevé la Ley 100 de 1993, o si por el contrario sirven de complemento para satisfacer lo que cubra la entidad de seguridad social a la que se encuentre vinculado el beneficiario de los acuerdos convencionales (radicación 15926, citada por el recurrente).

De tal suerte, que en el evento litigado, el Tribunal no observó la regla acabada de aludir, no obstante, frente al caso de los servicios médicos asistenciales, en sede de instancia, no se abriría paso la pretensión, tal cual lo alegó la opositora “ALCALIS DE COLOMBIA LTDA.

En efecto, es hecho no controvertido en el recurso, que en 1993 la empresa Álcalis de Colombia, entró en estado de liquidación, así como también  lo reconocieron los impugnantes, en los hechos, séptimo y octavo del libelo inaugural del proceso.

En ese orden, el beneficio convencional a favor de los padres de los pensionados, está condicionado a los servicios médicos “de que gozan los familiares de los trabajadores en servicio activo” (Anexo 5 fl. 69); circunstancia que por sustracción de materia hace improcedente la aplicación de la disposición extralegal, pues, naturalmente, la compañía, por la liquidación de la misma desmontó toda su logística, con la desaparición del personal y del cuerpo médico, instrumentos y equipos.

Así lo puntualizó esta Sala en caso similar, en el cual fungieron las mismas accionadas, sentencia de 1º de julio de 2009 radicación 34308:

“ (…)Por esta razón el cargo es fundado, pero no prospera, puesto que en instancia no podría procederse a ordenar a las demandadas, prestar, de inmediato, los servicios médicos y asistenciales,  puesto que la cláusula 135 de la convención colectiva (fl. 241, anexo 3- pruebas), que consagra el beneficio de la prestación médica a los familiares de los trabajadores pensionados, no puede tener aplicación al señalar que este derecho corresponde a aquél del cual gozan los familiares de los trabajadores en servicio activo; categoría esta última de servidores que desaparece en el actual estado jurídico de la empresa (…)”. 

En instancia, tampoco procedería el beneficio consagrado en la cláusula 17 de la Convención colectiva de Trabajo, pues, la aspiración a que esa prestación se siga brindando, pese a la ruptura del vínculo laboral y la entronización de la Ley 100 de 1993, art. 143, obedece a una desacertada lectura de la disposición, en la medida en que ella prevé una prima adicional a la de “servicios”, de la cual es titular únicamente, el trabajador activo, por haber prestado efectivamente el servicio durante el período previsto para su causación. 

Esa prestación –la prima de servicios- y cualquier otra que incremento su valor, fenece con la terminación del vínculo laboral, y cesa definitivamente allí para el empresario, la obligación de reconocerla.

Obviamente que la mesada adicional, es prestación diferente, como también distinto es su titular, pues, ya no es el status de laborante activo, el que impulsa a la legislación otorgarla, sino el del status de pensionado. 
Por supuesto, que si la prima de servicios y su adición, no obedece a la directriz acabada de reseñar para la mesada adicional, no se podrá pretender que la primera perdure con el disfraz de la segunda después de la terminación de la relación laboral, so pretexto de que por su mal entendida dualidad – entre la disposición de la convención y la Ley 100 de 1993-, la primera no ha perdido vigencia.

A lo anterior se agrega que si en gracia de discusión se asumiera la existencia de tal dualidad, ya se expresó que esta Sala rechazaría tal evento, dado que ello iría en contravía de una verdadera armonización y articulación de regímenes, procedimientos y prestaciones, en aras de alcanzar los objetivos del sistema general de seguridad social.

En cuanto  a intereses moratorios, el sentenciador de segundo grado, hizo suya la reflexión del a-quo, en el sentido de “que el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 sólo se refiere a la mora en el pago de las pensiones del régimen general de la seguridad social, pero en ningún caso se estipuló que esta norma era aplicable a las pensiones convencionales”.

El Colegiado no desatendió en esta materia, la que ha sido jurisprudencia constante de esta Sala, como se adviertió en la sentencia de 24 de noviembre de 2009, radicación 39316:

“(…) Esta Sala de la Corte desde la sentencia 28 de noviembre de 2002, radicado 18.273, fijó el criterio mayoritario que no ha variado, reiterado entre otras en sentencias del 2 de diciembre de 2004, radicación 23725 y más recientemente en las del 18 de mayo, 26 de septiembre y 3 de octubre de 2006, radicaciones 28088, 27316 y 29116, respectivamente, donde concluyó que para esta clase de pensiones no proceden los intereses moratorios implorados, salvo las pensiones en transición a cargo del Instituto de Seguros Sociales en el régimen de prima media con prestación definida. 

Desde la primera sentencia memorada se viene adoctrinando:

“(...)…..para la mayoría de la Sala, en esta oportunidad, contrario a lo que se venía sosteniendo, los intereses del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 se imponen cuando se trata de una pensión que debía reconocerse con sujeción a su normatividad integral. 

“Y es que no obstante lo expresado por la Corte Constitucional en la sentencia C- 601 del 24 de mayo de 2000 al declarar exequible el mencionado artículo 141, para la Corte esa disposición solamente es aplicable en el caso de mora en el pago de pensiones causadas con posterioridad a la vigencia de la ley de Seguridad Social y que sean reconocidas con fundamento en la normatividad integral de la misma, y no, como ocurre en este caso, respecto de una pensión que no se ajusta a los citados presupuestos. 

“Lo anterior conlleva, entonces, que como la pensión que se le concedió al demandante……., no es con sujeción integral a la Ley 100 de 1993, no había lugar a condenar al pago de los intereses moratorios que consagra tal Ley en su artículo 141 que claramente dispone: “(...) en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley (...)”.

“Además, en este asunto tampoco se presenta la situación prevista por el artículo 288 de la Ley 100 de 1993 para que se pudiera dar aplicación a su artículo 141, pues la primera norma dispone: “Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado público y servidor público tiene derecho a la vigencia de la presente ley le sea aplicable cualquier norma de ella contenida que estime favorable ante el cotejo por lo dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de las disposiciones de esta ley”...”

De tal suerte, que no fue desacertado el juicio del fallador de segunda instancia, y aún en el evento de que no fuera así, frente al cambio jurisprudencia que solicita la censura con apoyo en el artículo 11 de la Ley 100 de 1993, en instancia no se perdería de vista, que sobre ese reclamo la demandada principal invocó la excepción de prescripción, conforme a la cual estarían fulminados con tal fenómeno extintivo los intereses causados con antelación al 25 de julio de 1999 (interrupción operó el mismo día y mes de 2002); aunado a que, acorde con la certificación visible a folio 400 del cuaderno principal, tanto en las columnas “mesada de”, como “fecha de pago”, aparecen llenos con los respectivos meses de agosto a diciembre de 1999, y enero de 2000; por ende eventualmente, no existiría deuda pendiente por el rubro de intereses reclamados.

En consecuencia,  el recurso extraordinario no prospera.

Por la misma razón, se imponen las costas del recurso a cargo de los impugnantes. Las agencias en derecho se estiman en $3.000.000.

Por lo expuesto la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NO CASA la sentencia proferida 

por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el 4 de julio de 2008, dentro del proceso ordinario laboral promovido por los señores: MANUEL ENRIQUE POLO FABRA, HOMERO PUELLO PIMIENTA, JESÚS MARÍA PUENTES BRUJES, ALBERTO RAMÍREZ HERNÁNDEZ, DILSON RAMOS MARTÍNEZ, GLADIS RIBÓN MORALES, MANUEL SALVADOR RODRÍGUEZ SOTO, CARLOS ENRIQUE ROMERO HERRERA, PEDRO ANTONIO ROMERO y ORLANDO RUBIO VERGARA contra ÁLCALIS DE COLOMBIA  LIMITADA - ALCO LTDA. EN LIQUIDACIÓN, INSTITUTO DE FOMENTO INDUSTRIAL IFI y NACIÓN MINISTERIO DE DESARROLLO ECONÓMICO. 

Costas en casación a cargo de los impugnantes. Las agencias en derecho se señalan en $3.000.000.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, Y DEVUÉLVASE EL EXPEDIENTE AL TRIBUNAL DE ORIGEN.

CAMILO TARQUINO GALLEGO

JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ
   
   ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN                                                                         

RIGOBERTO ECHEVERRI   BUENO
     
 LUÍS GABRIEL MIRANDA BUELVAS

CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE  
FRANCISCO JAVIER RICAURTE GÓMEZ      
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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